
 

 

 

APRECIACIONES Y RESPUESTA SOBRE OBSERVACIONES  AL PLIEGO DEL CONCURSO DE MÉRITOS DE 
ABIERTOS No.  CMA-FUCESVIDA-001-2026 

“INTERVENTORÍA INTEGRAL TÉCNICA, ADMINISTRATIVA, FINANCIERA, CONTABLE, JURÍDICA, AMBIENTAL Y DE 
SEGURIDAD Y SALUD EN EL TRABAJO (SST) PARA EJERCER EL SEGUIMIENTO, CONTROL Y VIGILANCIA 
PERMANENTE SOBRE LA EJECUCIÓN DEL CONTRATO DERIVADO DEL PROYECTO DE INVERSIÓN BPIN 
20253201010085, DENOMINADO "RECUPERACIÓN DE LA COBERTURA VEGETAL Y LOS SERVICIOS 
ECOSISTÉMICOS AFECTADOS POR INCENDIOS FORESTALES EN FUCESVIDA DE UNGUÍA, DEPARTAMENTO DEL 
CHOCÓ, COLOMBIA”. 

Cumplido el plazo para presentarlas, se certifica por secretaría que fueron recibidas las observaciones al proyecto de 
pliego que se muestran a continuación y que por considerar de recibo y fundamental para el principio de transparencia se 
considerarán todas las observaciones y se dará respuesta a las mismas en los siguientes términos.  

OBSERVACIONES Y RESPUESTA A OBSERVACIONES 

 

 

 



 

 

 

 

 

RESPUESTA: 

1. La entidad en pro de garantizar las normas y principios de la contratación estatal y la función administrativa, que están 
contemplados en el artículo 209 de la Constitución Política, los principios consagrados en el Estatuto de Contratación – 
Ley 80 de 1993, a saber: transparencia (artículo 24), economía (artículo 25) y responsabilidad (artículo 26), y el principio 
de selección objetiva (artículo 5 de la ley 1150 de 2007 ) y los principios de las actuaciones contractuales de las entidades 
estatales (artículo 23 de la ley 80 1993) los principios de transparencia, economía y responsabilidad y de conformidad con 
los postulados que rigen la función administrativa. Mediante los cuales se busca por lo que las entidades del Estado centren 
sus esfuerzos en asegurar el cumplimiento de dichos principios en los contratos que celebren 

Una vez verificada su observacion, se evidencia que no esta tomando en cuenta el acto administrativo de saneamiento de 
vicios, asi las cosas, la facultad de modificar los pliegos de condiciones tiene límites materiales y temporales. Aunque los 
límites materiales de las adendas no están definidos en la ley, el Consejo de Estado ha establecido que no pueden referirse 
a aspectos sustanciales, como es el caso del objeto del contrato, el mecanismo de selección, el presupuesto y aquellos 
relativos a los factores de calificación correspondientes a la modalidad de selección. En efecto, la Entidad Estatal debe 
evaluar en el caso concreto si la adenda que pretende expedir implica una modificación de este tipo de aspectos y, en 
consecuencia, no es procedente por exceder el límite material impuesto normativa y jurisprudencialmente. Por lo que como 
se evidencia la adenda, no esta modificando estos aspecto, sino modifica el cronograma del proceso.  

Asi las cosas  La Ley 80 de 1993 otorga una autorización a las entidades estatales para que puedan remediar o corregir 
aquellos defectos o irregularidades de procedimiento o de forma que no constituyen causales de nulidad del contrato, 
a través de la figura del «saneamiento de los vicios de procedimiento o de forma» establecida en el artículo 49 de la 
siguiente manera: «Artículo 49. Del saneamiento de los vicios de procedimiento o de forma. Ante la ocurrencia de vicios 
que no constituyan causales de nulidad y cuando las necesidades del servicio lo exijan o las reglas de la buena 
administración lo aconsejen, el jefe o representante legal de la entidad, en acto motivado, podrá sanear el correspondiente 
vicio.» De la lectura de esta norma se puede apreciar que para su aplicación se requiere el cumplimiento de los siguientes 
requisitos: i) el vicio a sanear tiene de que ser de procedimiento o de forma, lo que significa que no es posible 
sanear a través de esta figura los vicios de fondo o sustanciales del acto o contrato, lo que lleva a que, ii) el vicio 
a sanear no puede corresponder a ninguna de las causales de nulidad absoluta o relativa de los contratos estatales, iii) 
debe hacerse mediante acto administrativo motivado, iv) el funcionario competente es el jefe o representante legal de la 



 

 

 

entidad y v) el saneamiento debe ocurrir cuando las necesidades del servicio lo exijan o a las reglas de la buena 
administración lo aconsejen. De lo anterior, resulta relevante precisar, en primer lugar, que los vicios de procedimiento 
o de forma son aquellos que se presentan cuando la Administración no observa los requisitos previos y concomitantes a 
la expedición del acto administrativo, como la omisión de las etapas de la licitación o el desconocimiento del carácter 
preclusivo y perentorio de las mismas, lo que puede originar un vicio de nulidad de la adjudicación, pues las etapas 
previas a la expedición del acto administrativo constituyen formalidades que deben cumplirse, como elemento de validez 
de este. Como ha dicho la doctrina: «[…] la inobservancia de las “formas” y requisitos del procedimiento administrativo se 
traduce en un defecto de preparación de la voluntad administrativa  […]». 

Asi las cosas es preciso advertir que las adendas únicamente pueden modificar aspectos de los pliegos que no 
sean sustanciales. Esto significa que pueden, por ejemplo, cambiar asuntos como el cronograma del proceso, o pueden 
abrir la posibilidad de que un material no previsto inicialmente sea utilizado en la elaboración de lo que la entidad requiere, 
siempre que no incida en el presupuesto. En consecuencia, las entidades no pueden cambiar asuntos sustanciales 
mediante adendas, como es el caso del objeto del contrato, el mecanismo de selección, el presupuesto y aquellos relativos 
a los factores de calificación. En este sentido se ha pronunciado el Consejo de Estado:  
 

“El pliego constituye un acto de carácter general que contiene la voluntad de la administración con 
efectos vinculantes, en orden a la realización de los principios constitucionales y legales que la actividad 
contractual de la administración comprende. En este panorama i) el pliego de condiciones es un acto 
jurídico prenegocial con carácter vinculante y obligatorio para los partícipes en el proceso de selección 
y ii) solo puede ser modificado en las oportunidades y con los límites previstos en el estatuto 
contractual, con el conocimiento e intervención de los participantes. (…) la administración tiene 
competencia para aclarar el contenido del pliego de condiciones, con el fin de expedir reglas claras y 
precisas, en tanto constituirán las premisas que gobernarán el contrato, dicha decisión, deberá 
consultar en cada caso los principios de igualdad, transparencia y selección objetiva, en el entendido 
que la administración no podrá modificar aspectos sustanciales, especialmente los relativos a los 
factores de calificación”1.  (Énfasis fuera de texto). 

 
Si bien no es posible el uso de adendas que permitan la modificación de ciertos aspectos dentro del proceso de 

selección, como los aspectos sustanciales del pliego que inciden en los factores de calificación u otros aspectos cuando 
se ha superado el término previsto en la legislación, esto no es impedimento para que en el evento de presentarse 
circunstancias que no modifican sustancialmente las características del proceso, pueda acudirse a la figura de la corrección 
de errores, cuando se trate de un asunto netamente formal, aritmético o de digitación, en los términos del artículo 45 de la 
Ley 1437 de 20112. 

De acuerdo con lo expuesto, corresponde a la entidad determinar si la modificación que se pretende introducir al 
pliego de condiciones versa sobre un aspecto sustancial del proceso de contratación. De esta forma, deberá evaluar en el 
caso concreto si la adenda modifica aspectos que materialmente impliquen una modificación del objeto del proceso, que 
alteren el presupuesto establecido o que modifiquen los factores de calificación correspondientes a la modalidad de 
selección específica. Con lo anterior, deberá determinar si la adenda no es procedente por exceder el límite material 
impuesto normativa y jurisprudencialmente.  

Por lo que el deber de la administracion municipal, buscar concretar los principios que rigen la función administrativa, que 
están contemplados en el artículo 209 de la Constitución Política, los principios consagrados en el Estatuto de Contratación 
– Ley 80 de 1993, a saber: transparencia (artículo 24), economía (artículo 25) y responsabilidad (artículo 26), y el principio 
de selección objetiva (artículo 5 de la ley 1150 de 2007 ) y los principios de las actuaciones contractuales de las entidades 

 

1 CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Sentencia de 20 de febrero de 2014. Exp. 28.342. M.P
 Stella Conto Diaz Del Castillo. 

2 El artículo 45 de la Ley 1437 de 2011 dispone lo siguiente: “En cualquier tiempo, de oficio o a petición 
de parte, se podrán corregir los errores simplemente formales contenidos en los actos administrativos, ya sean 
aritméticos, de digitación, de transcripción o de omisión de palabras. En ningún caso la corrección dará lugar 
a cambios en el sentido material de la decisión, ni revivirá los términos legales para demandar el acto. 
Realizada la corrección, esta deberá ser notificada o comunicada a todos los interesados, según corresponda”. 



 

 

 

estatales (artículo 23 de la ley 80 1993) los principios de transparencia, economía y responsabilidad y de conformidad con 
los postulados que rigen la función administrativa. Mediante los cuales se busca por lo que las entidades del Estado centren 
sus esfuerzos en asegurar el cumplimiento de dichos principios en los contratos que celebren.  

Sobre el principio de igualdad de oportunidades en la contratación estatal, la Corte Constitucional, mediante la Sentencia 
C-887 de 2002 refirió lo siguiente:  

El reconocimiento del principio superior de la igualdad de oportunidades implica así mismo que el legislador al configurar 
el régimen de contratación estatal establezca procedimientos o mecanismos que le permitan a la administración 
seleccionar en forma objetiva y libre a quien haya hecho la oferta más favorable, mediante la fijación de reglas generales 
e impersonales que presidan la evaluación de la propuestas y evitar incluir cláusulas subjetivas que reflejen motivaciones 
de afecto o interés hacia cualquier proponente (Corte Constitucional, Sentencia C-887, 2002)  

El principio de igualdad, indica que se trata de un deber de la Administración y un derecho de quienes pretenden contratar 
con el Estado, a que: i) la adjudicación de los contratos de realice a la mejor propuesta; ii) el Estado garantice la mayor 
concurrencia de ofertas; iii) ninguno de los oferentes sufra una discriminación no justificada; iv) todos los participantes 
tengan el mismo plazo para presentar sus ofertas; v) las mismas se sometan por igual a los términos señalados por 
la Administración; vi) y el Estado justifique con criterios objetivos cuál fue la mejor propuesta; entre otros. Pues como se 
enfatizó claramente, la entidad no puede desconocer lo consignado en la invitación publica, de los requisitos y documentos 
habilitantes solicitados. 

Así las cosas a efecto de garantizar principios que rigen la  contratación pública,, es menester sanear los vicios que adolece 
hasta el momento el proceso contractual. 
  
Que para el efecto y ante la ocurrencia de vicios de procedimiento o de forma que no constituyan causales de nulidad y 
cuando las necesidades del servicio lo exijan o las reglas de la buena administración lo aconsejen, como es el caso del 
presente proceso de selección, la Ley 80 de 1993 prevé el saneamiento del vicio en procura de la culminación del proceso, 
en los siguientes términos: 

“ARTÍCULO 49. DEL SANEAMIENTO DE LOS VICIOS DE PROCEDIMIENTO O DE FORMA. Ante la ocurrencia de vicios 
que no constituyan causales de nulidad y cuando las necesidades del servicio lo exijan o las reglas de la buena 
administración lo aconsejen, el jefe o representante legal de la entidad, en acto motivado, podrá sanear el correspondiente 
vicio”.  
Que en relación con la noción y connotación de error formal, como sustento que da lugar a adoptar la presente decisión 
administrativa, el H. Consejo de Estado señaló: 

“Al tratarse de un vicio de forma se debe tener en cuenta el criterio fijado por la jurisprudencia que apunta a establecer qué 
tipo de vicios formales tienen la entidad de comprometer la validez del acto administrativo. (.. .) En este punto la 
Corporación ha precisado lo siguiente:  

(...) los actos administrativos deben formarse mediante procedimientos previstos en la ley y de que la observancia de la 
forma es la regla general, (...). La doctrina divide las formas en tres categorías a saber: Las previas o requisitos que es 
menester llenar antes de dictar el acto administrativo correspondiente; las concomitantes que deben adoptarse al tiempo 
de la expedición del acto, y las posteriores cuando la ley las establece para ser cumplidas después de la emisión del acto. 
Aunque generalmente las formalidades hacen parte integrante de la manera de manifestarse la voluntad de la 
administración, no toda omisión de ellas acarrea la nulidad del acto, pues como dice Albert, en su obra "Controle 
Jurisdiccion el de L 'administration", (…) no habría administración posible si el Consejo de Estado anulase los actos 
administrativos por omisión de formalidades insignificantes (...)".  

A su tumo Walline opina: "Si el Consejo de Estado anulase despiadadamente por vicios de forma, los actos en cuyo 
cumplimiento se hubiese deslizado la menor incorrección de forma, la administración seria incitada para evitar la anulación 
de sus actos a exagerar la minuciosidad del formalismo y se vendría con ello a dilatar aún más los procedimientos 
burocráticos que ya de por si pecan de complicados, ocasionando frecuentemente a los administrados una incomodidad 
excesiva". Para distinguir entre las formas sustanciales y las accidentales, los Tribunales deben examinar cada caso, con 
base en que sólo las que constituyan una verdadera garantía y, por ende, un derecho para los asociados, su incumplimiento 
induce a nulidad. (...) (Cita de Alberto Preciado, Conferencia de Derecho Administrativo Especial, Universidad Javeriana). 



 

 

 

Que, sobre la garantía de los postulados relacionados en los párrafos precedentes, la jurisprudencia se ha pronunciado 
en los siguientes términos: “El principio de transparencia debe garantizar el derecho a la igualdad. (...) la administración 
está obligada constitucional (C.P. ad. 13) y legalmente (L. 80/93, arts. 24, 29 y 30) a garantizar el derecho a la igualdad de 
los oferentes o competidores. Por virtud de esta garantía, todos los sujetos interesados en el proceso han de estar en 
idénticas condiciones, y gozar de las mismas oportunidades (...) la referida igualdad exige que, desde el principio del 
procedimiento hasta la adjudicación del contrato, o hasta la formalización de éste, todos los licitadores u oferentes se 
encuentren en la misma situación, contando con las mismas facilidades y haciendo sus ofertas sobre bases idénticas”. 
Consejo de Estado. Sección Tercera M.P. Alier Hemández Enríquez. 19 de julio de 2001. Radicación N° 012037.  

Que lo anterior se predica en expresa aplicación del principio de eficacia previsto en el numeral 11 del artículo 3 del Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo de la siguiente manera: “Principios. (...)En virtud del 
principio de eficacia, las autoridades buscarán que los procedimientos logren su finalidad y, para el efecto, removerán de 
oficio los obstáculos puramente formales, evitarán decisiones inhibitorias, dilaciones o retardos y sanearán, de acuerdo 
con este Código las irregularidades procedimentales que se presenten, en procura de la efectividad del derecho material 
objeto de la actuación administrativa”'. 
Que en relación con el saneamiento de los actos de la Administración, el Consejo de Estado en Sentencia del 12 de 
septiembre de 1996, Expediente 3552, determinó: “El saneamiento de actos anulables es factible cuando “el vicio del acto 
no es muy grave (...) Tal convalidación, por el contrario, no es posible en los eventos de falta de alguno de sus elementos 
esenciales”, por tratarse de actos radicalmente nulos. A esta categoría pertenecen los actos viciados por falta de 
competencia, por afectación esencial de la voluntad, por no ajustarse a las normas jurídicas vigentes y por inexistencia 
absoluta de motivos. Así lo ha entendido la jurisprudencia de esta Sala (sentencia de 15 de mayo de 1973, Ponente Dr. 
Caños Galindo Pinilla; sentencia de 6 de junio de 1991 y auto de 20 de junio de 1991, Ponente Dr. Miguel González 
Rodríguez; y auto de 21 de abril de 1995, Ponente Dr. Ernesto Rafael Ariza Muñoz).”  
Que en igual sentido se pronunció el Consejo de Estado al resolver un recurso extraordinario de súplica, de fecha 15 de 
junio de 2004 Radicación No. 1998-0782: “En efecto, en la jurisprudencia de las sentencias mencionadas por el suplicante 
como vulneradas, se precisa que la convalidación de los actos administrativos es una figura que se explica por razones de 
eficacia, seguridad de las actuaciones y satisfacción de las necesidades públicas, orientada a remediar los defectos o 
vicios de los actos de la Administración susceptibles de ser saneados. Este saneamiento puede tener diverso origen, del 
administrado, de la Administración Pública e inclusive del propio legislador, pero dejando siempre sentado que, frente a 
vicios o defectos como la inconstitucionalidad, la ilicitud no saneable o absoluta, la desviación de poder y la falta de 
competencia no es posible convalidar o remediar el acto viciado o defectuoso”. 
Que honorable Consejo de Estado al resolver una acción de nulidad, de fecha 27 de noviembre de 2006 Radicación No. 
1001-03-26-000-1999-16555-00, señalo: “(...) es un procedimiento administrativo, eminentemente reglado y compuesto 
por una serie de etapas integradas y demarcadas mediante actos jurídicos preparatorios, de trámite y decisorios, cuya 
finalidad es la adjudicación de un contrato estatal, es decir, es el procedimiento de formación del contrato estatal. Mediante 
el proceso licitatorio se busca que todos aquellos sujetos interesados en ser contratistas del Estado, participen de una 
manera amplia, transparente y en igualdad de oportunidades, para que, entre ellos, mediante criterios objetivos de 
selección, la administración escoja la oferta más favorable para el cumplimiento de los intereses generales que busca 
satisfacer a través del contrato a celebrar. Lo anterior está presente en la Ley 80 de 1993, la cual en su artículo 30 parágrafo 
dispone: "Ley 80 de 1993, art. 30, parágrafo. —Para los efectos de la presente ley se entiende por licitación pública el 
procedimiento mediante el cual la entidad estatal formula públicamente una convocatoria para que, en igualdad de 
oportunidades, los interesados presenten sus ofertas y seleccione entre ellas la más favorable. Cuando el objeto del 
contrato consista en estudios o trabajos técnicos, intelectuales o especializados, el proceso de selección se llamará 
concurso y se efectuará también mediante invitación pública" (resaltado de la Sala). Dicho procedimiento licitatorio está 
demarcado por unos elementos esenciales: la libre concurrencia, la igualdad de los oferentes y la estricta sujeción a los 
pliegos de condiciones, elementos que han sido definidos por la jurisprudencia de esta corporación en los siguientes 
términos: "Son por tanto elementos fundamentales del proceso licitatorio: la libre concurrencia, la igualdad de los oferentes 
y la sujeción estricta al pliego de condiciones.  

La libre concurrencia permite el acceso al proceso licitatorio de todas las personas o sujetos de derecho interesados en 
contratar con el Estado, mediante la adecuada publicidad de los actos previos o del llamado a licitar. Es un principio relativo, 
no absoluto o irrestricto, porque el interés público impone limitaciones de concurrencia relativas, entre otras, a la naturaleza 
del contrato y a la capacidad e idoneidad del oferente. La igualdad de los licitadores, presupuesto fundamental que 
garantiza la selección objetiva y desarrolla el principio de transparencia que orienta la contratación estatal, se traduce en 
la identidad de oportunidades dispuesta para los sujetos interesados en contratar con la administración (…)”  
 



 

 

 

En atención a lo expuesto y con el propósito fundamental de garantizar el adecuado desarrollo de la actividad contractual, 
la entidad, en ejercicio de sus prerrogativas legales, acude a la figura del saneamiento de vicios contemplada 
expresamente en el artículo 49 de la Ley 80 de 1993. Mediante la expedición del respectivo acto administrativo, se procede 
a retrotraer el proceso contractual hasta la etapa de expedición de adendas. 

Es de suma importancia precisar y dejar sentado que la presente medida correctora se limita y circunscribe de manera 
exclusiva y estricta a la modificación del cronograma del proceso de selección. En consecuencia, mediante esta actuación 
administrativa no se altera, ajusta ni modifica ningún aspecto sustancial del procedimiento, tales como los requisitos 
habilitantes, las condiciones técnicas, las reglas o criterios de ponderación, las garantías ni ningún otro presupuesto exigido 
en los pliegos de condiciones o términos de referencia originarios. 

Al efectuar únicamente este ajuste temporal en el cronograma, la entidad no solo subsana el vicio procedimental 
identificado, sino que además salvaguarda de forma directa los principios rectores de la contratación estatal. En efecto, 
otorgar un plazo adicional para la presentación de ofertas fortalece la libre concurrencia y estimula la pluralidad de 
oferentes, garantizando que el procedimiento se adelante con absoluta transparencia y bajo los parámetros de la selección 
objetiva. De esta manera, se brinda plena seguridad jurídica a todos los interesados, preservando la intangibilidad de las 
reglas de participación previamente establecidas. 

 Así las cosas, para la aplicación de esta figura jurídica se requiere el cumplimiento de los siguientes requisitos: i) el vicio 
a sanear tiene que ser de procedimiento o de forma, lo que significa que no es posible sanear a través de esta figura los 
vicios de fondo o sustanciales del acto o contrato, lo que lleva a que, ii) el vicio a sanear no puede corresponder a una 
ilegalidad conforme lo establece el artículo 137 de la Ley 1437 de 2011, por ejemplo, afectado el principio de libre 
concurrencia, iii) debe hacerse mediante acto administrativo motivado, iv) el funcionario competente es el jefe o 
representante legal de la entidad y v) el saneamiento debe ocurrir cuando las necesidades del servicio lo exijan o a las 
reglas de la buena administración lo aconsejen. Lo anterior no puede implicar una afectación al principio de libre 
concurrencia, entendido este como un desarrollo del principio de transparencia y selección objetiva integrado al artículo 23 
de la Ley 80 de 1993 que, aplicado a la Contratación Estatal, apunta a la «salvaguarda la oportunidad de que todo 
interesado en participar en un proceso de selección pueda presentar ofertas a la Administración y obtener el derecho a ser 
adjudicatario del contrato». 

 

 

En los anteriores términos se contestan las observaciones. 
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